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Sección Cuarta. Auto 54/2021, de 29 de abril de 2021

La Sección Cuarta del Tribunal Constitucional compuesta por los magistrados Antonio Narváez Rodríguez, presidente, y don Ricardo Enríquez Sancho, en el recurso de amparo núm. 5983-2020, promovido por don Miguel Alejandro Hernández Díaz en proceso contencioso-administrativo, ha dictado el siguiente

AUTO

			I. Antecedentes

1. Con fecha 3 de diciembre de 2020, tuvo entrada en el registro general de este Tribunal Constitucional un escrito del procurador don Álvaro García de la Noceda de las Alas Pumariño, en representación de don Miguel Alejandro Hernández Díaz, por el que interpuso recurso de amparo contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Séptima, de la Audiencia Nacional, de 3 de noviembre de 2020, que desestimó el recurso contencioso-administrativo (procedimiento ordinario núm. 2520-2019), promovido contra la resolución de la directora general de Política Interior del Ministerio del Interior, de 16 de octubre de 2020 denegatoria de la solicitud de protección internacional.

La sentencia contenía el siguiente pie de recurso: “La presente sentencia es susceptible de recurso de casación que deberá prepararse ante esta Sala en el plazo de treinta días contados desde el siguiente al de su notificación; en el escrito de preparación del recurso deberá acreditarse el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la jurisdicción, justificando el interés casacional objetivo que presenta”.

2. Notificada la sentencia se interpuso directamente la demanda de amparo, en la que se alega la vulneración por aquella del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), por no haber estimado su pretensión de fondo.

En el apartado D) del escrito de demanda, dedicado a los “requisitos de admisibilidad”, epígrafe III, se indica lo que sigue:

“El presente recurso de amparo constitucional se interpone contra un acto procedente de un órgano judicial, acreditándose lo siguiente:

1º.- Este recurso se interpone contra una resolución firme habiéndose agotado todos los recursos en vía judicial [art. 44.1 a) LOTC]”.

3. La Sección Cuarta, Sala Segunda, de este Tribunal Constitucional, dictó providencia el 5 de marzo de 2021 con el siguiente tenor:

“La Sección ha examinado el recurso presentado y ha acordado no admitirlo a trámite con arreglo a lo previsto en el art. 50.1 a) de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC), en relación con su art. 44.1 a), toda vez que el recurrente no ha agotado debidamente los medios de impugnación dentro de la vía judicial (no interposición del incidente de nulidad de actuaciones previsto en el art. 241.1 LOPJ).

Notifíquese con indicación de que, si el Ministerio Fiscal no hubiere interpuesto recurso de súplica en el plazo legal de tres días, se archivarán estas actuaciones sin más trámite (art. 50.3 LOTC)”.

4. Con fecha 25 de marzo de 2021, el fiscal ante este Tribunal Constitucional interpuso recurso de súplica contra la providencia de 5 de marzo de 2021, interesando en su escrito que con estimación del recurso se proceda a dejar sin efecto la resolución impugnada, “y reponer las actuaciones al momento anterior a dictarse dicha providencia”.

En su escrito, tras recordar cuál fue el pie de recurso de la sentencia de instancia e indicar que de la documentación recibida por la fiscalía de este tribunal “no consta que por el recurrente se haya preparado o se haya interpuesto el recurso de casación frente a la sentencia que es objeto del recurso de amparo”, el fiscal sostiene que “el recurrente no habría agotado los medios de impugnación previsto en las normas procesales para el caso concreto dentro de la vía judicial, en el presente caso, era necesario la interposición del recurso de casación (art. 86.1 de la Ley reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa), circunstancia que no cumplimentó […]. En consecuencia, consideramos que no procedería la mención de ‘no interposición del incidente de nulidad de actuaciones previsto en el art. 241.1 LOPJ”.

5. Por diligencia de ordenación de la secretaria de justicia de la Sección Cuarta de este tribunal, se acordó unir a las actuaciones el escrito del fiscal, dando plazo de tres días a la parte recurrente para formular alegaciones, sin que conste haberlas realizado.
 	
II. Fundamentos jurídicos

1. El fiscal ante este tribunal ha interpuesto recurso de súplica (art. 50.3 LOTC) contra la providencia de esta Sección Cuarta que acordó inadmitir la demanda de amparo del recurrente por falta de agotamiento de la vía judicial previa [art. 44.1 a) LOTC], al no haber interpuesto incidente de nulidad de actuaciones contra la sentencia de instancia. A criterio del fiscal, sin embargo, la parte debió deducir necesariamente recurso de casación contra dicha sentencia, por lo que al no haberlo hecho el recurso de amparo efectivamente debe ser inadmitido por falta de agotamiento, pero suprimiendo la mención al incidente de nulidad de actuaciones, con revocación de aquella providencia para que se dicte otra en su lugar.

2. En los términos con que se plantea el recurso de súplica del fiscal, el mismo debe ser desestimado.

El recurso de casación contencioso-administrativo es un recurso extraordinario que, por tanto, no procede en todo caso sino que exige para su procedencia en cada caso concreto, el cumplimiento de requisitos no solo de forma sino también sustanciales, como es la acreditación de la existencia de un “interés casacional objetivo”, en los términos descritos por el art. 88 de la Ley reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa [por todas, STC 98/2020, de 22 de julio, FJ 2 B), y las que ahí se citan].

En el pie de recurso de la sentencia de instancia, si bien se ofrece la posibilidad de interponer el recurso de casación contra ella, se advierte que para su procedencia resultará necesario que “en el escrito de preparación del recurso deberá acreditarse el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la jurisdicción, justificando el interés casacional objetivo que presenta”. Por tanto, el pie de recurso no garantiza la procedencia del recurso en este caso, solamente que el tipo de resolución dictada (sentencia de instancia de un Tribunal Superior de Justicia de una Comunidad Autónoma) es recurrible en casación, dejando a la parte la comprobación última de si concurren todos los requisitos para interponerlo.

Así las cosas, y no constando promovida la casación por el aquí recurrente de amparo, en su demanda este no explica por qué no resultaba un recurso procedente, limitándose a decir que el amparo se interpone contra una resolución firme “habiéndose agotado todos los recursos en vía judicial”. No siendo por tanto un recurso ordinario que quepa en todo caso, y no correspondiendo a este tribunal la labor de sustituir al recurrente en la carga de alegar si cumplía o no con los requisitos para su interposición, la alternativa por fuerza era la promoción por su parte de un incidente de nulidad de actuaciones [art. 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ)], con el fin de impetrar ante la sección competente de la Audiencia Nacional la reparación del derecho fundamental que se dice vulnerado por esta, cosa que sin embargo no hizo.

De allí que nuestra providencia de 5 de marzo de 2021 haya especificado esta circunstancia, la inadmisión del recurso al no haber agotado debidamente los medios de impugnación dentro de la vía judicial, por la no interposición del incidente de nulidad de actuaciones. No ha lugar por tanto a revocar dicha decisión.

Por lo expuesto, la Sección

ACUERDA

Desestimar el recurso de súplica del fiscal.

	
Madrid, a veintinueve de abril de dos mil veintiuno.
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